[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General
[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General

                                                                              Concepto 5730

Bogotá, D.C., 25 de febrero de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 73 (parágrafo 2°), 79 (inciso 2°) y 84 (inciso 2°) de la Ley 1098 de 2006, “por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”.



Demandante: RICARDO GÓMEZ GIRALDO Y OTRO



Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CH.


Expediente D-10029 



Concepto 5730
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauraron los ciudadanos RICARDO GÓMEZ GIRALDO y MARÍA CARMENZA QUINTERO CARDONA, contra los artículos 73 (parágrafo 2°), 79 (inciso 2°) y 84 (inciso 2°) de la Ley 1098 de 2006, “por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”, cuyo texto se transcribe a continuación subrayando lo acusado:
“LEY 1098 DE 2006
(noviembre 8)
Diario Oficial No. 46.446 de 8 de noviembre de 2006
Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia.
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA: 
[…]
Artículo 73. Programa de adopción. […]
Parágrafo 2°.  Integración de los comités de adopciones. Los Comités de Adopciones del ICBF y de las instituciones autorizadas, estarán integrados por el Director Regional del ICBF o su delegado, el director de la institución o su delegado, un trabajador social, un psicólogo y por las demás personas que designen, según sea el caso, el ICBF o las juntas directivas de las instituciones. 
[…]
Artículo 79. Defensorías de Familia. […]
Las Defensorías de Familia contarán con equipos técnicos interdisciplinarios integrados, por lo menos, por un psicólogo, un trabajador social y un nutricionista.
[…]

Artículo 84. Creación, composición y reglamentación. […]

Las Comisarías de Familia estarán conformadas como mínimo por un abogado, quien asumirá la función de Comisario, un psicólogo, un trabajador social, un médico, un secretario, en los municipios de mediana y mayor densidad de población. Las Comisarías tendrán el apoyo permanente de la Policía Nacional. El Gobierno Nacional reglamentará la materia con el fin de determinar dichos municipios”.

1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que los artículos parcialmente acusados, vulneran los artículos 13, 25, 26, 40, 53, 93 y 125 de la Constitución Política de Colombia. De manera general, manifiestan que las disposiciones censuradas establecen un trato discriminatorio en perjuicio de otras profesiones igual de idóneas al trabajo social (como es el caso del desarrollo familiar), toda vez que, en su sentir, la planta mínima obligatoria con la cual deben contar los Comités de adopción, las Comisarías de Familia y los equipos técnicos interdisciplinarios de las Defensorías de Familia incluye a los profesionales en trabajo social y prescinde, sin ninguna razón, de los profesionales en desarrollo familiar que tienen, en términos generales, las mismas capacidades y aptitudes para alcanzar los objetivos previstos en la Constitución y en la Ley relacionados con la garantía a los niños, niñas y adolescentes de “su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión”
.    

Ahora bien, en la demanda se asegura que aunque existe la posibilidad de que los profesionales en desarrollo familiar puedan integrar los órganos mencionados, este equipo de trabajo está conformado por “un personal obligatorio y otro facultativo, donde hay una relación condicionada, pues cuando se suplen las plazas de los profesionales señalados taxativamente en la norma, los ‘otros’ están habilitados para trabajar, y ello porque ‘por lo menos’ o ‘como mínimo’ la dependencia ya está conformada por un personal exclusivo y privilegiado, que en caso de necesitar otro apoyo profesional así lo requerirá”. Así, por cuenta de esta situación, otros profesionales afines a los trabajadores sociales, son excluidos de la planta obligatoria sin motivo alguno y “su acceso estará [supeditado a la] discrecionalidad del nominador y [por lo tanto] no [estará] reglado por el legislador”.  
Para sustentar estas conclusiones, los actores aportan tres razones principales, todas ellas relacionadas con la violación del principio de igualdad: 
(i) En primer lugar, afirman que se presenta una omisión legislativa relativa, debido a que las disposiciones acusadas, sin razón alguna, excluyen a los profesionales en desarrollo familiar de la planta obligatoria de los Comités de Adopción, Defensorías de Familia y Comisarías de Familia. A su turno, este silencio por parte del Legislador, genera una desigualdad negativa en perjuicio de otros profesionales como ocurre con las personas que se dedican al desarrollo familiar. Esto porque el nominador del Comité de Adopción, Defensoría de Familia o Comisaría de Familia, “preferirá elegir al trabajador social por encontrarse dentro de los supuestos que prevé la norma, descartando a otro profesional social hasta que como mínimo o por lo menos el equipo interdisciplinario esté conformado”. 
(ii) Por otra parte, a juicio de los demandantes, se presenta una discriminación que tiene como fundamento un criterio no razonable, vale decir, la profesión del aspirante
. En tal sentido, indican que no tiene sentido que un profesional que es idóneo para desarrollar las mismas funciones que el trabajador social de cara al interés superior del menor, sea excluido únicamente por no tener tal título. Para soportar esta afirmación, los accionantes comparan los planes de estudio de las carreras de trabajo social y desarrollo familiar, y concluyen que “los enfoques como el nivel de formación de [estos] profesionales en trabajo social […] no marcan una distinción en punto a la IDONEIDAD [porque] los distintos contenidos de los programas así como la intensidad y la profundidad con que se estudian las materias en familia y sociedad en ellos especificadas y el perfil peculiar que estos contenidos, intensidad y profundidad del estudio proyectan en las profesiones mencionadas, no marca una diferencia sustancial y formal para ejercer las actividades previstas [en las disposiciones acusadas]”
.
(iii) En tercer lugar, y como consecuencia de la alegada violación al derecho a la igualdad, los demandantes consideran que se quebrantan los siguientes derechos: al trabajo (art. 25 constitucional) de los profesionales en desarrollo laboral porque no cuentan con las mismas oportunidades que los trabajadores sociales para acceder al oficio descrito en las disposiciones impugnadas; a acceder a cargos públicos en igualdad de condiciones (art. 40.7 Superior); y a la libertad de escoger profesión u oficio (art. 26 de la Constitución). 
Por todo lo expresado anteriormente, los actores le solicitan a la Corte Constitucional que declare la constitucionalidad condicionada de los apartes demandados y que module “la norma en cuanto a [que] sus consecuencias jurídicas se extiendan no solo al trabajador social sino a los profesionales idóneos y afines, es decir, a los profesionales del área social (profesional en desarrollo familiar, entre otros)”.      
2. Problema jurídico

Corresponde establecer si los apartes demandados de los artículos 73, 79 y 84 de la Ley 1098 de 2006 resultan contrarios a los derechos a la igualdad (art. 13 constitucional), al trabajo (art. 25 de la Constitución), a acceder a cargos públicos en igualdad de condiciones (art. 40.7 Superior) y a la libertad de escoger profesión u oficio (art. 26 de la Constitución) de los profesionales en desarrollo familiar, al no haber previsto que la planta mínima obligatoria con la cual deben contar los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia y las Defensorías de Familia deberá tener un profesional en desarrollo familiar dentro de sus integrantes.  
3. Análisis constitucional

De manera preliminar, esta Jefatura observa que en el presente caso se encuentran involucrados tres principios constitucionales: (i) el interés superior del menor (art. 44 constitucional); (ii) la libertad de configuración legislativa (art. 150, numerales 1° y 2° de la Constitución); y (iii) en términos generales
, el derecho a la igualdad (art. 13 Superior). Esto es particularmente relevante porque el presente concepto tendrá como punto de referencia el siguiente postulado interpretativo: estos principios que prima facie están en conflicto, pueden ser aplicados a la luz de la Constitución en el presente caso de manera armónica. 

Bajo esa premisa, esta Vista Fiscal en un primer momento fijará el alcance de las disposiciones parcialmente impugnadas y, posteriormente, analizará si existe una omisión legislativa relativa. Finalmente, presentará las conclusiones del caso.  

3.1. El alcance de las normas censuradas

En primer lugar, los apartes acusados de los artículos 73, 79 y 84 del Código de la Infancia y la Adolescencia, tienen como común denominador que prevén la presencia obligatoria de un trabajador social en los equipos interdisciplinarios de los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad
, así como de las Defensorías de Familia. 
Ahora bien, otro elemento relevante que comparten estas tres disposiciones consiste en que la presencia del trabajador social es obligatoria, sin perjuicio de que el equipo multidisciplinario pueda ser complementado por otros profesionales. Así se deduce de las expresiones “por lo menos” (art. 79), “como mínimo” (art. 84) o “por las demás personas que designen” (art. 73). En tal sentido, es factible decir que los artículos mencionados prevén, por un lado, un conjunto de profesionales sin los cuales los Comités
, Comisarías
 o Defensorías
 no podrían desarrollar sus funciones y, por el otro, una serie de expertos (también profesionales en otras áreas) pueden acompañar facultativamente a los demás integrantes del equipo interdisciplinario, es decir, su ausencia no impide que estos tres órganos desempeñen sus funciones
. En suma, los Comités, Comisarías o Defensorías no podrán cumplir con sus atribuciones, si un trabajador social no está dentro del equipo interdisciplinario.
Finalmente, el Jefe del Ministerio Público estima necesario referirse a un punto adicional relativo a la interpretación de los textos acusados a la luz de la Constitución. En ese orden de ideas, esta Vista Fiscal estima que las expresiones demandadas tienen como propósito primordial la defensa del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, lo cual es compatible con el artículo 44 de la Constitución. De manera general, puede decirse que la existencia de un equipo interdisciplinario en los Comités de Adopción, las Defensorías de Familia y las Comisarías de Familia, responde a la necesidad de garantizar el interés superior de los niños que, aunque tiene un contenido concreto
, debe tener en cuenta las particularidades que reviste la situación específica del niño
. Justamente, por esa razón, las normas analizadas establecen que los distintos equipos interdisciplinarios deberán estar compuestos al menos por un trabajador social, debido a que su actuación “se orienta en principio al trabajo de acompañamiento y transformación de las condiciones socio familiares y culturales del grupo nuclear o de origen del niño, niña o adolescente [y del mismo modo] interviene [en] la familia extensa, las redes sociales, la comunidad, las redes institucionales de los niveles micro y macro social”
. Ahora bien, de manera más específica puede decirse que: 

· El artículo 73 del Código de la Infancia y la Adolescencia regula el “programa de adopción” que comprende el conjunto de medidas tendientes a restablecer el derecho a tener una familia por parte del niño, niña o adolescente. En tal virtud, se crea un Comité de Adopción (bien sea en cada una de las regionales y agencias del ICBF o en cada institución autorizada por el Estado) cuya función es seleccionar las familias adoptantes, así como asignar los niños, niñas o adolescentes adoptables. Como es natural, el criterio de selección y de asignación por parte del Comité es el logro del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, vale decir, la garantía de sus derechos fundamentales y “su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión”
, para lo cual, la labor del trabajador social es indispensable para identificar riesgos o ventajas de las familias candidatas de cara a los intereses prevalentes del niño, niña o adolescente adoptable.

· De una manera similar, la presencia de un trabajador social en el equipo que deben tener las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad, así como en las Defensorías de Familia, encuentra justificación en que de manera muy general, sus funciones tienen como objetivo prevenir las violaciones y garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes
. En tal virtud, una decisión en torno a un niño, niña o adolescente, dada la complejidad de los intereses en juego, debe tener una aproximación que consulte diferentes perspectivas y entre ellas se destaca la que adelanta un trabajador social: determinar, entre todas las decisiones posibles, aquella que garantice de mejor forma el bienestar social del niño, niña o adolescente, esto es, la medida que consultando su entorno familiar y personal, consiga de manera más adecuada la garantía y restablecimiento de sus derechos, así como la prevención de la violación de los mismos.    

De lo anterior se concluye que la inclusión obligatoria de un trabajador social en  el equipo interdisciplinario de los órganos referidos, es compatible con la Constitución porque persigue un fin constitucional importante e imperioso como es la salvaguarda de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que, como es bien sabido, gozan de una protección especial por parte del Estado. 

3.2. La constatación de la existencia de una omisión legislativa relativa

En el presente caso existe una omisión legislativa parcial. Para sostener tal afirmación, esta Jefatura contrastará, frente al caso concreto, cada uno de los cinco requisitos que configuran este tipo de defecto legislativo y que han sido delineados por la Corte Constitucional
: 

(i) Existencia de una norma sobre la cual se predica la acusación: En la presente demanda, efectivamente existen algunas disposiciones sobre las cuales recae el cargo presentado por los accionantes, concretamente, los artículos 73 (parágrafo 2°), 79 (inciso 2°) y 84 (inciso 2°) del Código de la Infancia y la Adolescencia. De este modo, es posible decir que no existe una omisión legislativa absoluta, dado que el Legislador reguló la composición del equipo interdisciplinario de los Comités de Adopción, Comisarías y Defensorías de Familia. 
(ii)  La norma excluye de sus efectos casos asimilables que debían estar incluidos en el texto impugnado: Esta Jefatura estima que este requisito se cumple toda vez que la norma acusada dispone que un trabajador social deberá integrar los equipos interdisciplinarios de los Comités de Adopción, las Comisarías y las Defensorías de Familia. De esto se deduce que no es necesaria la presencia de los profesionales en desarrollo familiar, que es el supuesto de hecho que, según los actores, el Legislador olvidó regular. En este punto es muy relevante señalar que a pesar de que un profesional en desarrollo familiar podría, eventualmente, ser invitado, lo cierto es que su presencia es facultativa
. En síntesis, la norma no incluyó a los profesionales en desarrollo familiar dentro de los integrantes obligatorios para conformar los equipos interdisciplinarios de los órganos referidos en las normas impugnadas
. 
Ahora bien, en criterio de esta Vista Fiscal, las dos profesiones mencionadas son asimilables por las razones que se exponen a continuación: 

· Las normas acusadas establecen la presencia mínima de un trabajador social para definir la conveniencia, desde el punto de vista relacional
, de cualquier decisión que llegasen a tomar los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad, así como las Defensorías de Familia. 

· De lo anterior se sigue que dentro del personal obligatorio que integra el equipo interdisciplinario de estas instituciones, debe estar presente un profesional que pueda analizar y medir los aspectos sociales o relacionales (negativos y positivos) que pueden incidir en los derechos del niño, niña o adolescente. 

· Esa misma función puede ser desarrollada de igual manera por otro profesional que, en términos generales, tenga las mismas competencias e idoneidad para determinar el interés superior del niño, niña o adolescente desde un punto de vista de las relaciones sociales que pudiera entablar con terceras personas como sus padres, parientes, conocidos o candidatos a adoptarlo. A juicio de esta Vista Fiscal, un profesional en desarrollo familiar tiene estas competencias ya que el objeto de esta labor es “formar un recurso humano con capacidad y habilidad para comprender la realidad y la problemática de la familia colombiana, contribuir a la formulación de políticas y alternativas orientadas al mejoramiento de su calidad de vida y la de cada uno de sus miembros”
. De conformidad con lo anterior, el enfoque y perfil de un profesional en desarrollo familiar tiene como objetivo primordial y específico lograr el bienestar de la familia la cual, como es natural, está compuesta por niños, niñas y adolescentes
. Así, el objeto de estudio de esta profesión es plenamente compatible con el propósito de la norma consistente en asegurar el interés superior del menor.  
· Podría afirmarse por otra parte que el trabajo social tiene una diferencia en relación con la profesión en desarrollo familiar, consistente en que el trabajo social tiene un campo de aplicación más amplio porque su objeto de estudio no se reduce a la familia, sino que también cubre aspectos sociales más extensos
. Sin embargo, a pesar de que la preocupación principal de un profesional en desarrollo familiar es lograr el bienestar de los distintos miembros de la familia, eso no quiere decir que el estudio de las relaciones de los integrantes de la familia con terceros (i.e. la sociedad) esté prohibida, tachada o vedada. Por el contrario, ese análisis también es relevante para lograr el “mejoramiento de la calidad de vida” de los miembros de la familia, a tal punto que los perfiles de estos profesionales, así como las materias obligatorias que deben cursar, coinciden en señalar la importancia de comprender las relaciones sociales que surgen entre las familias y terceros
. 
Así, tanto los trabajadores sociales como los profesionales en desarrollo familiar son idóneos y sus competencias guardan conexidad con las funciones que deben cumplir los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad y las Defensorías de Familia que, como se dijo antes, se condensan en tomar decisiones acertadas frente la prevención de las violaciones de los derechos los niños, niñas y adolescentes, así como de cara a su garantía y restablecimiento
. 
(iii) La exclusión carece de razón suficiente: Ahora bien, teniendo en cuenta que las dos profesiones son idóneas frente a las funciones que deben cumplir los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad y las Defensorías de Familia, surge la pregunta que indaga sobre el criterio empleado por el Legislador para incluir a los trabajadores sociales y descartar a los profesionales en desarrollo familiar. Como se advierte, la respuesta no puede estar referida a las competencias y funciones de ambos profesionales en el contexto de las normas acusadas. Así las cosas, en concepto de esta Jefatura, la única razón visible es el nombre del título universitario, es decir, se excluye de la norma a los profesionales en desarrollo familiar por el sólo hecho de no ser trabajadores sociales. Este criterio, a su turno, no es objetivo ni razonable, porque tal distinción en nada incide en el propósito buscado por los artículos examinados: el interés superior de los niños, niñas y adolescentes
. 
(iv) La carencia de objetividad implica una desigualdad negativa para los casos excluidos: La infracción al principio de igualdad que se acaba de evidenciar supone, como toda discriminación, la exclusión irrazonable de un grupo que se ve privado de un trato semejante al que reciben otras personas que se encuentran en la misma situación. En este caso el efecto negativo para los profesionales en desarrollo familiar es evidente: dado que no tienen el título de trabajadores sociales, no pueden hacer parte del equipo interdisciplinario mínimo que deben tener los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad, y las Defensorías de Familia, con lo cual se impide el acceso en igualdad de condiciones a cargos públicos y se afecta el derecho al trabajo y a elegir profesión u oficio, a pesar de que sus calidades profesionales guardan relación de conexidad con el fin perseguido por la norma y con las funciones que deben desarrollar tales órganos.
(v) La omisión obedece al incumplimiento de un deber impuesto al Legislador por la Constitución: Como ya se advirtió, el Legislador tiene el deber concreto de otorgar un igual trato a situaciones semejantes, como se desprende del artículo 13.1 de la Constitución. De manera más concreta, la exigencia de títulos de idoneidad para ejercer una profesión, debe ser razonable, esto es, debe tener en cuenta los fines de la profesión y sus riesgos, de cara al contexto en el cual se solicitan tales títulos (art. 26 constitucional). Finalmente, el derecho político a acceder a cargos públicos (art. 40.7 Superior) parte de un presupuesto básico y es la observancia del principio de igualdad, de tal modo que los requisitos para ocupar un cargo estatal deberán ser objetivos, como ocurriría con el criterio del mérito o de la función a desarrollar. 
3.3. Conclusión: la armonización de los principios involucrados

Al inicio de este concepto esta Jefatura señaló que una premisa general del análisis era tratar, en lo posible, de armonizar en el caso concreto los principios del interés superior del menor, a la igualdad y a la libertad de configuración legislativa. En esa medida, esta Vista Fiscal considera que existe un medio más eficiente o necesario que el elegido por el Legislador puesto que procura dar cumplimiento en la mayor medida posible a los principios constitucionales aludidos: las expresiones demandadas son constitucionales bajo el entendido que la interpretación de la expresión “trabajador social”, deberá comprender también a los profesionales en desarrollo familiar. 

De esta manera: (i) se garantiza el interés superior del menor que contará con un profesional igual de calificado a un trabajador social que aportará un caudal de información valioso desde el punto de vista científico, que contribuirá a tomar determinaciones acertadas en asuntos tan relevantes como la prevención de las violaciones de los derechos los niños, niñas y adolescentes, su garantía y restablecimiento, así como la selección de una familia adoptante adecuada
; (ii) se protege el principio a la igualdad (y por esa vía también se garantiza la libertad de escoger profesión u oficio, el derecho al trabajo y a acceder a cargos públicos) porque los profesionales en desarrollo familiar podrán hacer parte del equipo mínimo interdisciplinario de los Comités de Adopción, las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad y las Defensorías de Familia; y (iii) se salvaguarda el amplio margen de libertad de configuración del Legislador, en tanto que en la adición interpretativa no se incluye un criterio amplio como el de afinidad, sino uno cerrado (i.e. desarrollo familiar). Así las cosas, ni las autoridades administrativas ni las judiciales podrán ampliar discrecionalmente el número de integrantes de los equipos interdisciplinarios de acuerdo con sus propias concepciones sobre la “afinidad” entre el trabajo social y otras profesiones “sociales”
, así como con las infinitas especificidades de los distintos casos que deben atender porque, de ser así, se vaciaría por completo la competencia legislativa de establecer parámetros generales y razonables para definir la integración de tales equipos multidisciplinarios. Así mismo, la modulación impide que, con la declaratoria de inexequibilidad pura y simple de los apartes demandados, se retire del ordenamiento jurídico una decisión del Congreso de la República, que fue producto de su margen de libertad legislativa y que, de cualquier modo, no contraría en sí misma a la Constitución.   
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare la EXEQUIBILIDAD de los apartes demandados de los artículos 73 (parágrafo 2°), 79 (inciso 2°) y 84 (inciso 2°) de la Ley 1098 de 2006, bajo el entendido que la interpretación de la expresión “trabajador social”, deberá comprender también a los profesionales en desarrollo familiar.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/VBR
� Artículo 1° del Código de la Infancia y la Adolescencia. 


� Esta situación, en concepto de los accionantes, no sólo quebranta el artículo 13 constitucional, sino también el Convenio 111 de la OIT que prohíbe las distinciones que tienen como efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades.  


� En esta misma línea, los accionantes anotan que el trabajo social y el desarrollo familiar son profesiones en las cuales “el contexto en el que efectúan su tarea […] es el mismo”.   


� Se dice en “términos generales”, puesto que si se constata el desconocimiento del principio de igualdad, de manera consecuencial se quebrantarían los demás derechos alegados en la acción (trabajo, libertad de elegir profesión u oficio y acceso en condiciones de igualdad a cargos públicos).


� Para los municipios de menor densidad el artículo 84 parcialmente demandado, establece que si no es posible  la concurrencia de un psicólogo, un trabajador social y un médico, la Comisaría podrá ser apoyada por profesionales “que trabajen directa o indirectamente con la infancia y la familia”.  


� En el caso de los Comités de Adopción los profesionales que se requieren para la conformación del equipo interdisciplinario son un trabajador social y un psicólogo. 


� Para conformar el equipo interdisciplinario de los Comités de Adopción se requiere la presencia mínima de un psicólogo, un trabajador social y un nutricionista. 


� En el caso de la Defensoría de Familia los profesionales que se requieren para la conformación del equipo interdisciplinario son un trabajador social, un psicólogo y un médico.


� Así lo ha interpretado el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en la Resolución 3748 del 6 de septiembre de 2010 referida al “Lineamiento técnico para adopciones en Colombia”. En ese documento se prevé que “podrán ser invitados [sic] las personas que se considere pertinente” al Comité de Adopción del ICBF o de las Instituciones autorizadas. Documento disponible en: � HYPERLINK "http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/NormatividadC/Transparencia/NormativaSUIT/Resolucion/AnexoResolucion3748LINEAMIENTOADOPCION.pdf" �http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/NormatividadC/Transparencia/NormativaSUIT/Resolucion/AnexoResolucion3748LINEAMIENTOADOPCION.pdf� , p. 19.  


� De acuerdo con la Corte Constitucional, este principio “consiste en el reconocimiento de una ‘caracterización jurídica específica’ para el niño, basada en la naturaleza prevaleciente de sus intereses y derechos, que impone a la familia, la sociedad y el Estado la obligación de darle un trato acorde a esa prevalencia […]”. Sentencia C-684 de 2009 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� En la sentencia T-397 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda E.) la Corte Constitucional señaló lo siguiente: “[…] las decisiones adoptadas por las autoridades que conocen de casos en los que esté de por medio un niño, niña o adolescente –incluyendo a las autoridades administrativas de Bienestar Familiar y a las autoridades judiciales, en especial los jueces de tutela- deben propender, en ejercicio de la discrecionalidad que les compete y en atención a sus deberes constitucionales y legales, por la materialización plena del interés superior de cada niño en particular, en atención a (i) los criterios jurídicos relevantes, y (ii) una cuidadosa ponderación de las circunstancias fácticas que rodean al menor involucrado. Para ello, las autoridades deben prestar la debida atención a las valoraciones profesionales que se hayan realizado en relación con dicho menor, y deberán aplicar los conocimientos y métodos científicos y técnicos que estén a su disposición para garantizar que la decisión adoptada sea la que mejor satisface el interés prevaleciente en cuestión”.


� Concepto rendido por la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en el presente proceso de constitucionalidad, recibido el 29 de enero de 2014. 


� Artículo 1° del Código de la Infancia y la Adolescencia.


� Las funciones específicas del Defensor de Familia y de las Comisarías de Familia están previstas en los artículos 82 y 86 del Código de la Infancia y la Adolescencia respectivamente. Todas estas atribuciones tienen como común denominador la garantía del interés superior de la niñez y la adolescencia.  


� Sobre el particular puede verse la sentencia C-351 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Ch.) que recoge la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional. 


� La convocatoria de un profesional en desarrollo familiar sería, de hecho, bastante remota porque la presencia indispensable u obligatoria de un trabajador social haría innecesario el llamamiento de otra persona con capacidades o competencias profesionales similares a ésta.  


� Como se vio anteriormente, por medio de la resolución citada en la nota al pie número 9 de este concepto, el ICBF ha interpretado de este modo el parágrafo 2° del artículo 73 demandado. 


� Es importante señalar que en los equipos interdisciplinarios de los Comités de Adopción, de las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de mediana y mayor densidad, así como de las Defensorías de Familia, debe estar presente un psicólogo. Esto se explica porque este profesional se encarga de definir el perfil psicológico individual tanto de los niños, niñas y adolescentes, como de las demás personas que puedan verse afectadas por la decisión, como sus padres o las familias candidatas a adoptarlo. El trabajador social complementa ese perfil por medio de un estudio de los riesgos sociales o colectivos que podrían surgir entre el niño, niña o adolescente cuando entra en contacto con terceros como sus padres, parientes, conocidos, amigos o candidatos adoptantes. Sobre el perfil y características que reviste la profesión de trabajo social puede verse el artículo 1° del Decreto 2833 de 1991, que reglamentó la Ley 53 de 1977.    


� Artículo 1° de la Ley 429 de 1998, “por medio de la cual se reglamenta el ejercicio de la profesión de Desarrollo Familiar y se dictan otras disposiciones”. 


� No sólo la Ley corrobora este cometido, sino que, después de haber analizado los objetivos, perfiles y plan de estudios de los dos programas en desarrollo familiar que existen en el país, esta Jefatura concluye que las dos profesiones son afines o conexas al propósito buscado por la disposición acusada.   


� Así lo afirma el decreto 2833 de 1981 que reglamenta la Ley 53 de 1977 en su artículo 1°: “En los términos de la Ley 53 de 1977 se entiende por trabajo social la profesión ubicada en el área de las Ciencias Sociales que cumple actividades relacionadas con las políticas de bienestar y desarrollo social […]”. 


� Las dos ofertas académicas de este programa en el país, concuerdan en señalar que el objetivo de la profesión de desarrollo familiar es mejorar la calidad de vida de los miembros de la familia “y de la sociedad”, para lo cual el profesional debe intervenir y promocionar un cambio en los “ámbitos personal-familiar y social”. Así mismo, en el plan de estudios se destacan varias asignaturas que contribuyen a alcanzar ese propósito (existen materias tales como las siguientes: Redes Familiares y Sociales, Proyectos Sociales y Familiares, Proyectos de Vida Familia y Comunitaria, Políticas Públicas Sociales, Socio-antropología de la Familia, Economía y Desarrollo Familiar, Familia como Sistema Social, Demografía y Familia y Política Social, entre otras). Al respecto se pueden ver los programas de desarrollo familiar de la Universidad de Caldas y de la Fundación Universitaria Luis Amigó disponibles en: � HYPERLINK "http://desarrollofamiliar.ucaldas.edu.co/" �http://desarrollofamiliar.ucaldas.edu.co/� y � HYPERLINK "http://www.funlam.edu.co/modules/ofertaacademica/item.php?itemid=7" �http://www.funlam.edu.co/modules/ofertaacademica/item.php?itemid=7� respectivamente.   


� De hecho, este criterio de afinidad, idoneidad o conexidad está presente en uno de los apartes no acusados del artículo 84. En efecto, el inciso 3° de esa norma dispone que en caso de que no fuere posible garantizar el equipo mínimo con el que deben contar las Comisarías de Familia localizadas en los municipios de menor o baja densidad, estas ausencias deberán ser suplidas por medio del apoyo que presten “los profesionales que trabajen directa o indirectamente con la infancia y la familia, como los profesores y psicopedagogos de los colegios, los médicos y enfermeras del hospital […]”.   


� A una conclusión semejante llegó la Corte Constitucional en la sentencia C-149 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza). 


� Esto cumple además, el artículo 3.1 de la Convención sobre los derechos del niño: “En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”.


� Por esa misma razón, a pesar de que en la demanda se solicita que se deben incluir también profesiones como la antropología o la sociología, esta Jefatura no examinó tal posibilidad, toda vez que (i) en la acción no se presenta argumento alguno que lleve a concluir que esas profesiones son asimilables con el trabajo social; y (ii) esa labor es propia del Legislador y no de un funcionario administrativo o judicial en casos particulares.   
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